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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Edgardo Ortuño. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Diego 
Cánepa, Juan Curbelo, Luis Alberto Lacalle Pou, Javier Salsamendi y Jorge Zás Fernández. 


DELEGADO 
DE Señor Representante Daniel García Pintos. 
SECTOR: 


INVITADOS: Por el Ministerio de Salud Pública, economista Daniel Olesker, Director General de 
Secretaría y doctor Baltasar Aguilar, Director General de ASSE. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes de ingresar al orden del día, quiero dar cuenta de que, entre los distintos asuntos entrados se encuentra 
una nota dirigida al Presidente de la Comisión, remitida por el Congreso de Intendentes, que dice lo 
siguiente: "De mi consideración:- Por nota N* 284/07 de 03/08/07 solicité a la Comisión que usted preside 
una entrevista para la Mesa del Congreso de Intendentes con relación al Proyecto de Ley individualizado con 
el número de Carpeta 1885 al 2007, repartido_N? 1001 de julio de 2007 de la Cámara de Representantes.- 
Este pedido estaba motivado en el hecho de que dicha iniciativa contemplaba una solución a la situación de 
dos funcionarios del Organismo.- Por la presente me dirijo a usted para conocer el estado en que se encuentra 
el trámite a la espera de una pronta resolución sobre el mismo.- Saluda a usted muy atentamente.- Cnel (R) 
Ambrosio W. Barreiro.- Presidente del Congreso de Intendentes". 


Por la importancia de esta nota me pareció que correspondía dar cuenta de ella a la Comisión e informar que 
en el día de ayer nos pusimos en contacto con el Congreso de Intendentes, a través de su Prosecretaría, para 
coordinar la visita oportunamente solicitada. Si les parece bien, lo vamos a diligenciar lo más pronto posible. 
Esperamos recibir el próximo miércoles a la delegación del Congreso de Intendentes para conocer sus 
preocupaciones e informarle directamente sobre lo que se nos consulta. 


(Ingresan a Sala el economista Daniel Olesker, Director General de Secretaría del Ministerio de Salud 
Pública, y el doctor Baltasar Aguilar, Director General de la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado, ASSE). 


——=El señor Diputado Lacalle Pou había planteado esta visita a los efectos de obtener información del Poder 
Ejecutivo con relación al proyecto de ley que ya cuenta con la aprobación del Senado, sobre "Profesionales 
de la salud que prestan servicios en la Administración Central, Poderes del Estado, Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados, Gobiernos Departamentales u otros servicios de naturaleza estatal. (Se establece 
que no les será aplicable la incompatibilidad dispuesta por el artículo 32 de la Ley N* 11.923, en la redacción 
dada por el artículo 12 de la Ley N* 12.079, mientras sigan desempeñando las mismas funciones)". 


La Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida al economista Daniel Olesker, Director General de 
Secretaría del Ministerio de Salud Pública, y al doctor Baltasar Aguilar, Director General de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado -ASSE- a quienes damos la palabra para referirse al 
tema. 


SEÑOR OLESKER.- En primer lugar, queremos recordar el contexto en que se da este proyecto de ley. 


Cuando llegamos al Ministerio, en marzo de 2005, encontramos una estructura de personal en la cual había, 
aproximadamente, 17 formas diferentes de contratación de trabajadores. Las más utilizadas eran, obviamente, 
la presupuestación y los contratos bajo distinto régimen de función pública y, fuera de la estructura del 
Ministerio -fuera del Rubro 0, por el que se pagan los salarios en la Administración Central-, las Comisiones 
de Apoyo. Digo "las" porque, además de la Comisión de Apoyo Central creada por la ley del año 1991, 
existían una serie de Comisiones de Apoyo locales que también tenían marcos normativos de contratación de 
personal. 


Frente a esta realidad, las autoridades del Ministerio nos planteamos la incorporación al padrón presupuestal 
de estos trabajadores, en el entendido de que eran funcionarios que cumplían funciones en Salud Pública. 
Para ello, en el artículo 293 de la Ley de Presupuesto N* 17.930, incluimos -y lo aprobó el Poder Legislativo- 
la creación de hasta 5.170 cargos para personas que antes del 19 de diciembre de 2005 -es decir, antes de la 
promulgación de la ley de Presupuesto- revistieran en las Comisiones de Apoyo. 


Cuando nos pusimos a analizar el proceso de presupuestación -aquí incorporo el segundo elemento de 
contexto- encontramos tres situaciones claramente diferentes dentro de las Comisiones de Apoyo. Por un 
lado, encontramos funcionarios que, teniendo un cargo en el Ministerio de Salud Pública, recibían un 
incentivo por la Comisión de Apoyo. Hay que recordar que las Comisiones de Apoyo fueron creadas con ese 
objetivo. Cuando en el año 1991 el Ministerio decidió que era más económico tener sus propios CTI y 
puertas de emergencia, comenzó a utilizar los ahorros que generaban esos servicios para dar un plus a 
determinados funcionarios; de lo contrario, no hubiera habido posibilidades de contratar funcionarios para 
esos servicios, básicamente, CTI. En esos casos no había problema porque ya se trataba de funcionarios 
públicos que cumplían con las condiciones requeridas, y la única diferencia era que tenían un incentivo. Un 
segundo grupo -el más importante y que justifica esta norma- lo constituyen los que nosotros llamamos 
"puros de Comisión de Apoyo". Se trata de personas que solo tienen el cargo en Comisión de Apoyo porque 
fueron contratados para esos servicios, CTI, puertas de emergencia, que son los dos programas más grandes 
que nuclean el 80% de funcionarios de la Comisión de Apoyo y yo diría que en el interior casi el 100%. Esas 
personas -funcionarios médicos, no médicos, administrativos y auxiliares de servicio- representan más de tres 
mil y están en situación de puros. Cuando se propone la presupuestación aparece el tema de que muchos de 
ellos -no sabemos la cifra exacta, porque al no haber iniciado el proceso no tenemos la ratificación por parte 
de estos funcionarios- tenían un segundo cargo público. Esta situación muchas veces se daba en la misma 
salud pública porque había personas -que representaban el tercer grupo que quería comentar- con dos cargos 
en el propio Ministerio, uno percibiendo ingresos por el Rubro 0 y otro por la Comisión de Apoyo o en otros 
organismos públicos como, por ejemplo, el Hospital Militar, el Hospital Policial, las Intendencias 
Municipales o el Banco de Previsión Social en su área de salud. La única que no representaba inconvenientes 
era la Universidad de la República dado que la docencia está expresamente excluida de la prohibición del 
doble cargo. 


Frente a este dilema de que había un grupo mayoritario de las Comisiones de Apoyo -ya que el grupo con 
incentivos es importante pero minoritario respecto a los puros-, una ley de estas características resultaba un 
paso necesario para dar la flexibilidad de incorporar a la presupuestación a estos funcionarios. 


Para nosotros -debimos haberlo dicho al principio- la existencia de una norma que habilite el doble cargo 
público como carácter general está en desacuerdo con nuestra concepción de lo que debe ser la función 
pública. Por lo tanto, parte del artículo 1% cuando dice que son para aquellos que están en situación de 
relación funcional actual de Comisión de Apoyo y, sobre todo, el artículo 2", que es el que hace cesar esta 
situación cuando el cargo ya no existe, es muy importante, porque no queremos que esto genere en la 
Administración pública un precedente de existencia de dobles cargos en la función pública, sobre todo en 
áreas como la salud donde hay un cierto nivel de desigualdad en el acceso al empleo entre las generaciones 
más viejas de profesionales y las más jóvenes. Eso pasa tanto en el sector médico como en el área de 
enfermería, químicos y odontólogos. 


En síntesis, antes de cederle la palabra al doctor Aguilar, que quiere hacer referencia a este tema y, en 
particular, al concepto de profesionales de la salud que está en discusión -recordemos que el proyecto original 
venía con el concepto de médicos y luego cambió a profesionales de la salud-, quiero especificar qué 
significa esto a nuestro juicio y cómo lo están viendo ustedes. Creemos que esta norma legal se adapta a las 
condiciones de presupuestación que las Comisiones de Apoyo tienen para poder hacer cumplir el artículo 293 
de la ley de presupuesto votada por este Parlamento y nos puede permitir acelerar este proceso y culminar, al 
final del período de Gobierno, con el compromiso que habíamos asumido en la instancia presupuestal en el 
sentido de que esos 5.170 cargos, en su mayoría puedan ser pasados a la dotación presupuestal del Ministerio 
de Salud Pública y cobrar por Rubro 0, con todos los beneficios que eso implica para los trabajadores y, sobre 
todo, con la estabilidad en términos de la visión y la relación laboral para la Cartera. 


SEÑOR AGUILAR.- Quisiera agregar que la presupuestación de las Comisiones de Apoyo, que fue 
una medida que pensamos adoptar al inicio de esta Administración y que por distintos motivos no se 
ha concretado, encontraría en este proyecto de ley una solución a los múltiples problemas que plantea. 


En realidad, como señaló el economista Olesker, desde el punto de vista de los principios generales, nosotros 
somos contrarios a dejar sentado un precedente de esta naturaleza pero si, como se dice habitualmente, este 
es un proyecto de ley que contempla a los que están en la foto actual, facilitaría mucho el proceso de 
presupuestación de las Comisiones de Apoyo. A este proceso de presupuestación hay que agregarle otra 
situación a la cual también este proyecto de ley podría ayudar. Me refiero a destrabar los problemas 


planteados en el proceso de presupuestación de los médicos de familia. Estamos hablando de un número 
mucho menor, no más de ciento cuarenta personas. Algunos de ellos también tienen dobles cargos, sobre todo 
en el interior del país. En realidad, estamos hablando de cincuenta personas de un total de ciento cuarenta 
médicos de familia y el proyecto de ley al que se hace referencia seguramente ayude en ese proceso. 


Quisiera recordar también que a raíz de los hechos de pública notoriedad, los conflictos que finalmente se 
negociaron con el Sindicato Médico del Uruguay, la Federación Médica del Interior y la Mesa de Sociedades 
Anestésico Quirúrgicas, y que culminaron con ese acuerdo del 12 de setiembre, se inicia el estudio -se 
reinicia, diríamos nosotros- de la presupuestación de las Comisiones de Apoyo y del Patronato del Psicópata, 
y ese proceso se está cumpliendo. Este proyecto también coadyuvaría a favorecer la concreción y a honrar 
ese acuerdo por parte del Ministerio de Salud Pública y de la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado. 


Simplemente quería agregar estos aspectos a la exposición del señor Olesker para clarificar la situación. 


SEÑOR LACALLE POU.- Entendemos perfectamente lo que se pretende hacer con este proyecto de 
ley y la dificultad práctica que se vive en muchos lugares de nuestro país. 


Yo, que soy Diputado por el departamento de Canelones, he escuchado algunas quejas de los vecinos 
respecto al funcionamiento de las Comisiones de Apoyo. Quisiera saber cómo se relaciona esto con el 
corazón del asunto, porque va a existir una presupuestación al respecto. Me gustaría que me dieran un 
ejemplo del caso típico de una persona que es funcionario público en determinado lugar y aparte presta 
servicios en otro, por Comisión de Apoyo. Quisiera saber cómo funciona ese mecanismo, para después tener 
clara la estructura legal que se le quiere dar. 


SEÑOR OLESKER.- El caso que estamos analizando es el de aquellas personas que tienen dos cargos 
y no el de las que pertenecen al primer grupo, que no compete aquí, que es el de una persona que 
trabaja en Salud Pública sus noventa y seis horas mensuales, en caso de que sea médico, o sus treinta y 
cinco horas semanales, en caso de que sea no médico, y en ese mismo horario recibe de parte de la 
Comisión de Apoyo un incentivo por cumplimiento de la misma función. Esos casos no entran en esta 
norma porque ya tienen el cargo público. Estamos hablando de personas que tienen dos cargos: uno en 
Comisión de Apoyo, en la que están contratadas por ser, por ejemplo, médicos de un CTI -y su contrato 
en la Comisión de Apoyo es de ciento veinte horas mensuales, con una guardia por semana, etcétera-, y 
otro cargo público en el mismo Ministerio, en la Intendencia Municipal, si tiene servicio de salud o en 
el BPS. Estamos hablando de personas que van a tener que cumplir los dos horarios una vez que 
tengan los dos cargos. No estamos pensando que la presupuestación sea el mecanismo para facilitar 
que tenga un solo horario para que cumpla los dos cargos. En este caso deberá cumplir los dos 
horarios, como teóricamente lo hace hoy, porque Comisión de Apoyo registra el horario y paga contra 
él, y Salud Pública y BPS también. Deberá cumplir los dos horarios, salvo que ahora tendrá dos cargos 
públicos en lugar de uno público y el otro "privado", entre comillas. 


Por otra parte, queremos aclarar que el cambio que tuvo el proyecto, y que compartimos, fue hecho sobre la 
base de que el problema se originó básicamente en los médicos y luego abarcó a todos los profesionales. 
Queremos decir que el concepto profesional de la salud no está asociado necesariamente a aquellos que 
aportan a la Caja Profesional. El concepto profesional de la salud incluye médicos, químicos, odontólogos, 
licenciadas en enfermería -aunque en este caso no hay problema, porque recordemos que ya existe una norma 
legal de 1993 que las habilita a tener dos cargos-, auxiliares de enfermería con título de la Escuela Scosería o 
del sector privado, auxiliares de laboratorio, de tecnología médica. El concepto de profesional de la salud se 
asocia a la profesionalización en el servicio de salud, de lo contrario estaríamos cometiendo una injusticia al 
dar a los médicos, químicos y licencias en enfermería esta posibilidad y no, por ejemplo, a un auxiliar de 
registros médicos que tenga título habilitado. 


Queríamos hacer esa aclaración porque a veces se puede confundir el concepto de profesionales con aquellos 


que aportan a la Caja Profesional o ejercen profesiones liberales y eso podría ser restrictivo con respecto a los 
funcionarios no profesionales en el sentido tradicional del término. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades del Ministerio de Salud Pública. 


(Se retiran de Sala las autoridades del Ministerio de Salud Pública) 


SEÑOR BERNINI.- En función de haber transitado, de acuerdo con la solicitud del señor Diputado 
Lacalle Pou, por la comparecencia de los profesionales del equipo del Ministerio de Salud Pública, de 
cuya presentación surge que el principio general se sigue defendiendo, es decir, que se busca que no 
existan personas que ocupen dos cargos públicos, pero atendiendo las necesidades que surgen en el 
Ministerio y las claras explicaciones que se nos han dado respecto a tratar de regularizar la situación - 
de acuerdo con el espíritu del artículo 293 de la Ley de Presupuesto, relativo a la presupuestación de 
miles de cargos públicos-, a modo de excepción -como claramente surge de la exposición de motivos y 
de la intervención de los visitantes que nos acompañaron-, proponemos que se apruebe el texto tal cual 
viene del Senado. Digo esto fundamentalmente atendiendo a la necesidad de regularizar esta cantidad 
de contratos, en particular aquellos que se denominan por parte de los invitados como los puros, 
porque se trata de una doble contratación: a través de la presupuestación, del Rubro 0 como se 
denomina normalmente, y de las Comisiones de Apoyo, en el entendido de que el concepto de 
profesional va más allá del médico en sí. De esta forma, estaríamos haciendo justicia con situaciones 
que se han dado y respetando los derechos adquiridos en el desempeño de la función, sin resentir la 
realidad del sector. Hay que tener en cuenta que estamos en un proceso de regularización importante 
en materia de contratos. Por eso planteamos aprobar este proyecto de ley definitivamente en el día de 
hoy, para resolver una situación de este tipo, que contribuye a una racionalidad en materia de relación 
laboral, contratos, etcétera por parte de los profesionales que se desempeñan bajo distintas formas de 
contratación en el Ministerio de Salud Pública. 


Por lo tanto, con esta breve intervención fundamentamos la necesidad de aprobar el texto. 


SEÑOR ALONSO.- En el debate que hubo en el Senado, nuestro Partido tuvo una posición contraria a 
este proyecto de ley. Nos gustaría conversar al respecto con nuestros compañeros del Partido 
integrantes de esta Comisión -no sé si había un compromiso de llevar adelante la votación en la 
mañana de hoy; yo no estuve en la sesión pasada porque estaba cumpliendo funciones en el 
PARLATINO:;, por lo que solicito un intermedio de diez minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se pasa a intermedio. 


(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 10 y 41) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 10 y 55) 


Tiene la palabra el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- El Herrerismo va a acompañar este proyecto de ley, pero va a presentar un 
aditivo que, si están de acuerdo, haremos llegar a la Mesa. 


Vamos a hablar a calzón quitado. El Herrerismo presentó un proyecto de ley, que reside en esta Comisión, 
relativo a dos funcionarios que tienen esta misma situación en el Congreso de Intendentes y que deviene de 
un organismo con otro nombre, antes de la reforma constitucional. 


Las autoridades del Ministerio de Salud Pública dicen que esta situación no generaría precedentes. Ya 
presentamos aquí antes, o concomitantemente, un proyecto de ley que refiere a dos personas en la misma 
situación jurídica que la de los médicos o los profesionales de la salud y que hoy se pretende regularizar. Me 
estoy refiriendo al proyecto de ley que figura en el Repartido N* 1001, Carpeta N* 1885, de 2007. 


Nos gustaría llegar a un mecanismo por el cual se pudiera incluir la situación que estamos planteando. 
Ustedes verán si tienen dificultades en que esto vuelva al Senado o no; tal vez, podríamos votar los dos 
proyectos en forma separada, a fin de solucionar la situación de dos grupos de personas -por supuesto, uno 
mayoritario con respecto al otro- que sufren esta misma situación. 


El aditivo al artículo 1%, que se incluiría como inciso, dice lo siguiente: "Tampoco le será aplicable dicha 
incompatibilidad a quienes prestaron funciones en el órgano creado por el inciso sexto del artículo 262 de la 
Constitución de la República a la fecha 8 de diciembre de 1996, reforma constitucional". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al inicio de la sesión informamos -volvemos a hacerlo ahora, cuando el tema 
está en tratamiento- que recibimos una nota del Congreso de Intendentes, firmada por su Presidente, el 
Coronel retirado Ambrosio Barreiro, interesándose por ese proyecto de ley, ya que se desea concurrir a 
la Comisión a fundamentarlo, y por saber qué tratamiento le había dado esta asesora. Comentamos 
que en el día de ayer concertamos con el Prosecretario del Congreso de Intendentes la visita para la 
próxima semana de representantes de ese ámbito -no sé si vendrá el propio señor Barreiro o quien él 
disponga, a nombre del Congreso de Intendentes- para fundamentar sus preocupaciones y permitir 
que la Comisión avance. 


No obstante, por supuesto, la Comisión debe considerar el planteo del señor Diputado Lacalle Pou en nombre 
de su sector. 


SEÑOR CÁNEPA.- Más allá de que había un acuerdo para votar hoy, dando un plazo para hacer las 
consultas necesarias y de que el planteo del señor Lacalle Pou es de recibo, en nuestra opinión se trata 
de situaciones diferentes. Inclusive, sin haber estudiado el asunto en profundidad, creo que no son las 
mismas normas las que establecen la incompatibilidad en ambos casos, sino que son diferentes, ya que 
hay una especificidad en la tarea de los profesionales de la salud. Más allá de este aspecto formal, que 
también puede ser salvado, estamos convencidos de que este proyecto de ley -tal como explicitaron el 
Director General de ASSE y el Director General de Secretaría del Ministerio de Salud Pública- tiene 
una necesidad muy particular y específica por la situación de reordenamiento de las relaciones en el 
Estado, vinculado a los profesionales de la salud; así se estableció en el Senado, haciéndolo extensivo su 
alcance, tal como señalaba el Director General Olesker. 


Con respecto al otro proyecto de ley, presentado por el Herrerismo, en su momento dijimos que queríamos 
escuchar a los representantes del Congreso de Intendentes. Entiendo que es necesario esperar; ya se ha 
concertado una reunión. Por otra parte, nosotros solicitamos información a la Secretaría de la Cámara de 
Representantes, porque entre las personas vinculadas a la hipótesis del artículo 1* de este proyecto de ley hay 
un funcionario de esta Cámara. Según tenemos entendido -no disponemos de información oficial; nos 
gustaría que constara esa información en la Comisión-, en algún caso se ha iniciado un procedimiento 
administrativo. Nos parece que ese es un antecedente que la Comisión debería tener formalmente para el 
tratamiento del proyecto. 


Por lo tanto, sin entrar en el fondo del asunto, nos parece que son temas separados, lo que no implica que no 
haya que tratar el proyecto de ley presentado por el Herrerismo. 


Como dijimos en su momento, queremos escuchar al Congreso de Intendentes y contar con los antecedentes 
que formalmente la Comisión solicitó a la Secretaría de la Cámara, para después expedirnos al respecto. 
Creemos que estas no son situaciones análogas, más allá de que estamos hablando en genérico de 
incompatibilidades de funcionarios con distintos cargos en la actividad pública. 


Por lo tanto, nosotros estamos dispuestos a votar el proyecto tal como vino del Senado. Inclusive, hay una 
necesidad de ser expeditos en este proyecto debido a los argumentos que se dieron en su momento. Ha 
pasado un tiempo prudencial desde que llegó el proyecto a esta Comisión; hechas las consultas, estoy 
trasmitiendo nuestra posición. 


SEÑOR ALONSO.- Nosotros no vamos a acompañar el proyecto de ley. Inspira esta posición una 
intención de no actuar, en concreto, sobre un sector de actividad de la sociedad y de los funcionarios 
públicos, sin contemplar el universo de todos ellos. En Uruguay, bien o mal, podrá ser defendible o no 


la existencia de la norma que inhabilita a los funcionarios a tener más de un cargo en el Estado; yo la 
suscribo. Creo que es una disposición relativamente saludable. Esta norma, además, ha tenido una 
larga vigencia y en la generalidad ha sido respetada a ultranza. Puntualmente, en algunas ocasiones 
surgieron algunas situaciones particulares y puntuales, que fueron perseguidas. Creo que si tenemos 
una disposición de estas características, con una población activa en donde el peso del funcionario 
público es relativamente elevado, no resulta conveniente habilitar una perforación de este tipo a la 
norma general. Además, en este sector se produce notoriamente una modalidad de multiempleo, diría 
casi exagerada. El multiempleo no alcanza solo al cuerpo médico, sino a todos los funcionarios que 
deambulan de un cargo a otro a lo largo de la semana, intentando completar cargas horarias, muchas 
veces imposibles de cumplir hasta en los papeles. Esa realidad del multiempleo del funcionario de la 
salud atenta contra el desempeño de su función. Es notorio que la vida moderna, con las urgencias con 
las que se vive, con las capacidades de desplazamiento de las personas en las ciudades -estoy 
imaginando el extremo de la ciudad de Montevideo, donde evidentemente está concentrado todo el 
circuito sanitario en el entorno de Tres Cruces y El Obelisco, o la inmensa mayoría de él-, obliga a 
quienes pretenden completar un nivel de ingresos razonable para atender sus necesidades a contraer 
compromisos laborales en más de una institución, entre las cuales se encuentra el Estado, en sus 
diversas modalidades. 


Nosotros entendemos que el modelo a perseguir debería ser el contrario. El multiempleo debería quedar 
circunscripto a aquellos niveles de especialización en los cuales la capacidad adquirida, la experiencia de la 
que pueda hacer gala el trabajador y el profesional de la salud, puedan ser utilizadas por más de un instituto, 
pero en general esa debería ser la excepción. Deberíamos apuntar a un sistema en el que el funcionario, el 
trabajador de la salud, tuviese una o dos posiciones laborales, pero no mucho más que eso. Además, sabemos 
que ese es el modelo que funciona en los países en donde las cosas andan un poco mejor que acá. 


Por lo tanto, este proyecto va en sentido inversamente contrario al modelo que nosotros perseguiríamos de 
propugnar el desarrollo de una tipología de trabajo en el sector, que induzca a la concentración del trabajo y 
no a la desagregación de las posiciones laborales. Hay médicos que atienden en consultorios a pacientes en 
cinco minutos y no terminan resolviendo los problemas; hay enfermeras o enfermeros que no duermen 
porque tienen que hacer tres turnos en dos o tres instituciones distintas, y esto no es lo más adecuado. 


Por este comentario y por el de la asimetría que se estaría estableciendo, a pesar de que estamos frente a una 
norma que se propone para resolver un problema de hecho, reconozco que es así- y no para generalizarlo 
hacia el futuro, pero de todas maneras hay que aceptar que se trata de una medida que, al menos, es 
asimétrica y atiende exclusivamente a un sector de actividad de los funcionarios públicos-, por estos dos 
argumentos, es que nosotros no vamos a acompañar el proyecto de ley. 


SEÑOR BERNINI.- Lo que acaba de decir el señor Diputado Alonso es absolutamente compartible 
como principio general si lo sacamos de contexto. Creemos que es saludable que exista una norma de 
estas características en cuanto a evitar que exista un doble cargo público. El tema -como bien decía al 
final de su intervención el señor Diputado Alonso- es que estamos atendiendo una realidad de hecho, 
como toda realidad. Independientemente del contrato, hoy convivimos con esa realidad, con el 
multiempleo, con los que superponen trabajos a los efectos de llegar a un nivel de ingreso que siempre 
es subjetivo porque podemos hablar de lo que se necesita para vivir o para lograr una calidad de vida 
bastante por encima de los recursos para vivir dignamente. 


Se trata de no violentar el principio general, sino de atender una realidad objetiva. Si no mediara una solución 
de este tipo, podríamos generar -si vamos hasta el fin de las consecuencias y objetivamos la aplicación real 
de la ley a partir de medidas administrativas o legales, y no miramos la realidad que hoy existe- un nivel de 
caos infinitamente superior al que pretendemos por lo menos atender. No se puede establecer una solución 
para un tema de esta naturaleza, ni más ni menos que en la salud, y no hablamos de cualquier función 
pública. No puede generarse un nivel de confrontación o de caos. Inclusive, se puede argumentar el tema de 
los derechos adquiridos porque sabemos que en los contratos, como en las Comisiones de Apoyo - 
seguramente analizados en ámbitos jurisdiccionales-, podría llegar a establecerse que existe una relación de 
dependencia. Además, por encima de lo que establece el contrato, la realidad indica que hay una relación de 
dependencia directa; eso lo vivimos en otras áreas del Estado. 


Lo importante es que si nosotros atendemos cuál debería ser la mejor forma de tener una política de recursos 
humanos en materia de salud pública de manera objetiva y si lo hiciéramos partiendo de cero, seguramente 
que no íbamos a aprobar una ley de esta naturaleza. Es más: nosotros creemos que en el tema de los recursos 
humanos, estudiamos bastante ese tema, existe cierta perversidad objetiva en cuanto a cómo se preparan los 
recursos humanos y cómo egresan -sobre todo los médicos con sus diversas especialidades-, no achacable a 
ningún tipo de intencionalidad, por lo menos a priori, que desvirtúa lo que debe ser la realidad de los recursos 
humanos en materia de salud. Hay cierta desproporción en las distintas especialidades médicas que no son 
funcionales con respecto a las necesidades a nivel sanitario en el país para la población. 


La virtud que tiene este proyecto es atender esta realidad y hacer un sinceramiento respecto de lo que son los 
hechos. Se plantea como una excepción pero no hay que mantenerlo en el tiempo indefinidamente. Yo digo 
que la garantía de este proyecto es que esos cargos cesan al vacar, de tal forma que el proceso de racionalidad 
necesario en materia de recursos humanos de salud pase por el desarrollo del tiempo y en forma gradual. En 
este momento no hay condiciones en nuestro país como para tomar decisiones que traten de resolver el tema 
en un solo acto. En todo caso, habría que plantearlo como algo excepcionalísimo. La corrección debe ser en 
el tiempo. 


Los cargos deben cesar al vacar. Junto con otras políticas en materia de recursos humanos, en la que debemos 
involucrar hasta la Universidad de la República, a lo largo de los años deberíamos corregir también esta 
iniciativa. De todos modos, debemos atender una realidad hoy. Por eso apoyamos este proyecto. 


Entiendo que las consideraciones generales del señor Diputado Alonso son compartibles. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Nadie puede dudar de que los argumentos del señor Diputado Alonso, 
desde el punto de vista de fondo, son compartibles y lo hemos hablado con él. Si partiéramos de cero, 
no tengo ninguna duda de que nuestro sector votaría conforme ha explicado el señor Diputado Alonso. 
Pero claro, aquí hay una situación que viene desde hace muchos años. Hay personas que hace años que 
están en la Administración en esta situación y creo que de alguna manera debemos respetar y resolver 
esos derechos adquiridos de una buena vez y para siempre. 


Por eso nuestro sector -como bien ha dicho el señor Diputado Lacalle Pou- va a votar afirmativamente este 
proyecto de ley, como lo hizo en otras situaciones que contenían visos de irregularidad porque contradecían 
el principio de la ley que establece el único empleo público; todos sabemos que esas personas han podido 
seguir con una situación que no crearon pero que se dio en la realidad. 


Estas son las razones por las cuales nuestro sector va a apoyar este proyecto. 


SEÑOR ALONSO.- Quiero referirme al comentario del señor Diputado Bernini, que es la línea 
argumental central del proyecto, pero que nos pone en posiciones más conservadoras en un caso y 
menos conservadoras en otro. Me explico. 


Se terminó de procesar en el Senado y va a ingresar a la Cámara en estos días un proyecto importante de 
reforma estructural en el área de la salud. Creo que estas son las cosas que deberían estar incorporadas en un 
proyecto de reforma de la salud. Apuntamos a la optimización de la utilización del recurso humano y a que el 
desempeño del trabajador del área de la salud sea el más adecuado para el desarrollo personal, profesional y 
humano. No queremos seguir convalidando una situación que hoy se da y que compartimos que no es la 
mejor. 


Veo que acá estamos frente a una solución tipo parche, que aparece como un parche sobre otro parche que se 
aplicó hace años con las Comisiones de Apoyo. Ese fue un parche para tratar de arreglar un problema 
remuneratorio y de designación de profesionales y hoy, quince años después, estamos aplicando otro nuevo 
parche a una situación que no estamos resolviendo de fondo. 


Generalmente, yo me inclino por las leyes que no atienden los temas puntuales, y cuando una norma pretende 
arreglar específicamente algo que parecería a la distancia como un problema administrativo -como esto-, me 
hace pensar que no estoy caminando en el sentido adecuado. Las leyes deberían establecer los marcos para 
que la sociedad tuviese reglas de juego y el Estado reglas de funcionamiento para tratar de alcanzar los 
objetivos que estamos identificando. Además, los compartimos. 


Lo único que faltó -lo digo con todo respeto, porque la exposición del señor Diputado Bernini fue muy 
buena- fue decir: "Bueno, pero quizás tengamos que resolver este tema de fondo más adelante". Entonces 
pregunto: ¿por qué de fondo más adelante? Estoy poniendo en mi boca palabras que él no dijo. Yo preferiría 
que este tema estuviese incluido en una reforma de la salud que no he estudiado en profundidad pero que, por 
lo que me asomé al tema, no atiende esta problemática. Considero que estamos frente a la aprobación de una 
norma de segundo o de tercer orden en el rango legislativo para atender un problema puntual. 


Reitero: estamos ante un nuevo parche. 
(Diálogos) 


———Quiero expresar nuestro compromiso de trabajar sobre el tema -cuando los que tienen la mayoría lo 
decidan- en el sentido en el que creo que estamos todos de acuerdo, que lamentablemente entiendo que es el 
sentido contrario al que estamos convalidando con el proyecto que se va a aprobar. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero dejar una brevísima constancia a raíz de las palabras del señor 
Diputado Alonso, a quien asiste parte de razón en lo que plantea, como decía el señor Diputado 
Bernini. 


Simplemente deseo dejar la constancia de que si bien se regula con claridad situaciones particulares de 
determinado tipo de profesionales en cierto Ministerio, es obvio que la norma no pierde su carácter de 
general y abstracta. O sea, la norma está regulando situaciones de una cierta cantidad de personas, pero no 
está dirigida a nombres propios concretos -por decirlo de algún modo-, más allá de que luego, como muchas 
normas, se pueda llegar a individualizar a las personas de que eventualmente se trata. 


SEÑOR CURBELO.- Quiero hacer una apreciación, más allá de que estoy de acuerdo con lo que 
planteaba el señor Diputado Alonso en cuanto a la mala práctica de legislar sobre temas particulares. 


En el artículo 1* del proyecto se establece: "A los Profesionales de la Salud que a la fecha de la promulgación 
de la presente ley, [...] cualquiera sea la naturaleza de su relación funcional actual y que se incorporen a los 
mismos en virtud de disposiciones legales [...]". Creo que la expresión "y que se incorporen a los mismos" 
puede generar alguna duda con relación a si el proyecto de ley refiere a los profesionales que tengan esta 
calidad a la fecha de promulgación o si también abre la posibilidad a los profesionales que se incorporen a 
posteriori de la promulgación. 


Planteo esto como una duda, porque me parece que la lectura de la norma puede llevar a varias 
interpretaciones. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Curbelo ha planteado una duda. Si algún señor Diputado 
quiere hacer uso de la palabra, puede hacerlo; de lo contrario, se procederá a realizar la votación. 


SEÑOR BERNINI.- Al inicio del artículo se establece: "A los Profesionales de la Salud que a la fecha 
de la promulgación de la presente ley, presten servicios [...]". Creo que la definición primaria es la que 
pauta el tema. En todo caso, lo segundo es una definición administrativa. La definición conceptual 
original se hace al inicio del artículo, desde mi punto de vista; obviamente, puede haber puntos de vista 
diferentes. 


SEÑOR LACALLE POU.- La apreciación del señor Diputado Curbelo me parece bien interesante. Lo 
que quiero saber -y pregunto al Gobierno porque he insistido en que la intención del legislador al 
sancionar la norma es bien importante-, a raíz de la preocupación del señor Diputado Curbelo, es qué 
entiende el Partido de Gobierno por esta afirmación. O sea, ¿se podrán incorporar o no? Esa es la 
inquietud planteada. Personalmente, me alcanza con escuchar una explicación por parte del Gobierno. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos. 


SEÑOR LACALLE POU.- Siempre es bueno escuchar a todo el mundo, y la intervención del señor 
Diputado Curbelo es determinante. ¿Por qué digo que es determinante? Analizada la duda por todos 
los Diputados -sin registro de la versión taquigráfica- se establece que esta es la situación que tenemos 
al día de hoy: hay un grupo de personas al que vamos a generar una situación específica y especial, 
distinta a las comprendidas en el estatuto de cualquier funcionario público, que teóricamente se irá 
extinguiendo con el tiempo porque las vacantes que se generen harán que cada vez haya menos 
profesionales de la salud en este sentido. Ahora, como venimos interpretando este artículo -como se 
debe interpretar estrictamente la ley-, se permite que sigan ingresando profesionales a este sistema. O 
sea, la "enfermedad" -entre comillas- que queremos solucionar o atenuar con esta ley puede emerger 
por otros lugares a raíz de resoluciones del Poder Ejecutivo. 


Si es así, no es menor y desvirtúa el remedio que estamos aplicando a esta enfermedad, porque la enfermedad 
la vamos a tener en otros ámbitos. 


SEÑOR BERNINI.- Solicito un intermedio de cinco minutos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 


(Es la hora 11 y 29) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 11 y 34) 


SEÑOR BERNINI.- Frente a la duda planteada en función de la redacción del texto, para nosotros es 
absolutamente claro que la definición del artículo 1” refiere a los profesionales de la salud que "a la 
fecha de la promulgación de la presente ley, presten servicios". Luego se enumera a los distintos 
organismos y todavía se agrega '"u otros servicios de naturaleza estatal", e inmediatamente, agrega: 
"cualquiera sea la naturaleza de su relación funcional actual". Esto se refiere, para ponerle nombre y 
apellido, a la situación -al menos, la más gruesa- de las Comisiones de Apoyo, porque en este caso la 
naturaleza de la relación funcional es atípica, a partir del contrato de carácter privado. 


Luego, en el artículo dice "y que se incorporen a los mismos en virtud de disposiciones legales o por 
resoluciones de los órganos de dirección respectivos". Está claro -lo he consultado, es el espíritu y desde 
nuestro punto de vista quedaría claro- que la expresión "y que se incorporen" hace referencia a la medida 
administrativa que se adopta a partir de la aprobación de este proyecto en cuanto al cambio de la situación 
contractual, no a situaciones nuevas, hacia adelante, sino al universo definido por la primera parte del 
artículo 1”. Al decir "los profesionales que a la fecha de la promulgación de la ley" se acota el universo al 
cual se aplica esta disposición legal. 


Desde nuestro punto de vista está claro que es así. 
También estuve estudiando cómo se debatió esto en las Comisiones del Senado y el tema no estaba planteado 


en estos términos. Por las dudas, ante la inquietud planteada, hicimos las consultas del caso y nos afirmamos 
en la posición de que queda claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en nueve: AFIRMATIVA. 


Se ha aprobado el proyecto en su totalidad. 


El miembro informante en mayoría será el señor Diputado Bernini y el miembro informante en minoría será 
el señor Diputado Alonso. 


A continuación, corresponde tratar el segundo punto del orden del día: "Procedimiento policial. (Marco 
normativo)". 


Recuerdo a los miembros de esta Asesora que en la sesión pasada se habían aprobado los artículos no 
desglosados y hoy corresponde abordar la consideración de los artículos 43, 44, 49, 65, 75, 76, 77, 88, 123, 
124, 135 y 161 que oportunamente fueron desglosados. 


Si les parece bien, procederemos a tratar cada artículo, habilitando que los legisladores presenten -si es que 
las tienen- propuestas de modificación a los textos referidos. 


En discusión el artículo 43. 


SEÑOR LACALLE POU.- No traje el texto correspondiente porque se trata de variaciones en algunos 
términos o palabras que pueden cambiar sustancialmente la redacción. 


En cuanto al artículo 43, la propuesta del Partido Nacional consiste en retirar la expresión "recientemente 
acaecidos". 


Le estuvimos dando vueltas a este tema y los extremos son que no se pueda pedir nunca información o que se 
pueda pero con determinados requisitos, como plantea el artículo que vino del Senado. Nuestra idea es que la 
policía tenga la herramienta de solicitar identificación. ¿Qué quiere decir "recientemente acaecidos"? ¿Un 
mes, dos años, dos días? En la historia de la humanidad -por así llamarlo- o en la vida de una persona ese 
lapso puede ser corto o largo. Nos parece que si está presuntamente vinculado a hechos delictivos no se 
define qué hechos delictivos ni los términos. Una persona con antecedentes está vinculada a hechos 
delictivos. ¿Me explico? 


SEÑOR SALSAMENDI.- En primer lugar, quiero aclarar que el temperamento que intentaremos 
llevar adelante es el de mantener, en la medida de lo posible, el respaldo generalizado, unánime en el 
caso del Senado, que tuvo este proyecto desde el punto de vista de la señal que se da desde el sistema 
político. Este va a ser el temperamento general, reitero, en la medida en que esto no fuerce 
excesivamente el planteo. En ese marco y en aras de este principio que enunciaba anteriormente, 
creemos que el planteo que realiza el señor Diputado Lacalle Pou es de recibo. Me refiero al hecho de 
retirar la expresión "recientemente acaecidos". 


A su vez, queremos hacer una corrección al texto tal y como viene del Senado, que consiste en convertir los 
incisos primero y segundo en uno solo. Inmediatamente después del punto, luego de la palabra 
"correspondiente", viene la separación que determina que hay un inciso segundo y que comienza "A los 
efectos...". Nosotros entendemos que este debe ser un inciso solo. Esto había sido planteado por el señor 
Diputado Lacalle Pou a la señora Ministra Tourné. Reitero, con posterioridad al punto de "correspondiente" y 
quitando "recientemente acaecidos", inmediatamente vendría la frase "A los efectos de confirmar la identidad 
manifestada por una persona...", etcétera. La finalidad es la de dejar establecido con claridad que esto tiene 
relación con el hecho anterior. 


Inmediatamente vendría un segundo inciso, lo que hoy es el inciso tercero, que se convertiría en 

inciso segundo, y la frase comenzaría: "En la hipótesis del inciso anterior cuando una persona se niegue a 
identificarse...", etcétera y continúa tal cual venía redactado el proyecto. A su vez, la frase de lo que era el 
inciso tercero terminaba "[...] en los términos establecidos en el artículo 6” de la presente ley". Allí había un 
punto y aparte que determinaba que hubiera un cuarto inciso, y nosotros planteamos que lo que eran el 
inciso tercero y el cuarto, con el agregado de la expresión "En la hipótesis del inciso anterior" al inicio, se 
convierta en un solo inciso. 


En síntesis, sería un artículo con dos incisos: en el primero se quitaría la expresión "recientemente 
acaecidos", de acuerdo con la propuesta del señor Diputado Lacalle Pou, y el segundo inciso arrancaría 
diciendo: "En la hipótesis del inciso anterior". 


SEÑOR LACALLE POU.- Recuerdo habérselo planteado a la señora Ministra del Interior, 
precisamente en el sentido contrario de lo que se está proponiendo acá. Creo que la modificación de la 
ubicación de los incisos hace generar un todo, una misma situación. Esto se lo planteé a la Ministra del 
Interior, es decir, que en el segundo inciso, cuando dice: "A los efectos de confirmar la identidad 
manifestada por una persona" lo tomaba como un caso único. Lo que quiere hacer el Gobierno es 
"pegarlo" a los supuestos establecidos en el primer inciso, cosa con la que nosotros no estamos de 
acuerdo, porque lo queremos tomar como un caso único. Son posiciones distintas. 


Entonces, agradecemos al Gobierno que se avenga a retirar dos palabras, pero en este caso no vamos a poder 
acompañar la modificación de los incisos propuesta, porque dejaría demasiado acotada hipótesis que nosotros 
creemos que deberían ser más amplias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a proceder a votar, en primer lugar, la modificación presentada por el 
señor Diputado Lacalle Pou y, a continuación, las modificaciones expuestas por el señor Diputado 
Salsamendi. 


Se va a votar que se suprima la expresión "recientemente acaecidos" del inciso primero del artículo 43. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR CÁNEPA.- Acompaño el cambio propuesto por nuestra bancada de Gobierno, y acepté que se 
haya quitado la expresión "recientemente acaecidos". He votado, en el entendido de que la inexactitud 
temporal de la que hablaba el señor Diputado Lacalle Pou cuando propuso sacar estas dos palabras del 
inciso primero del artículo 43 no puede transformarse en la detención sin ningún límite, de una 
persona sin identificación por presuntos hechos delictivos. Me parece que la intención de las palabras 
"recientemente acaecidos", que si bien fueron sacadas porque no establecen un marco temporal 
concreto y puede ser discrecional, no conducen a una mayor discrecionalidad por parte de la policía 
como para que alguien pueda interpretar que la presunción de vinculación de hechos delictivos no 
tiene ningún límite temporal. Los legisladores del Gobierno me decían que eso es de hecho, pero yo 
quería dejarlo en la fundamentación. Está claro que no se puede detener a alguien por un delito 
prescrito. En mi opinión hubiese sido más adecuado mejorar la redacción poniendo un límite temporal 
a la posibilidad de detención por presunción de estar vinculado a un hecho delictivo y no dejarlo 
abierto. Pero como la bancada de Gobierno ha aceptado ese cambio, lo he votado, dejando establecido 
que esto no da mayor discrecionalidad a la policía para que no exista un límite temporal en cuanto a la 
presunción de la vinculación con un delito. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Es claro que en este proyecto, como en cualquiera que trate sobre la materia, 
hay un delicado equilibrio entre lo que genéricamente podría denominarse la eficiencia o la eficacia 
policial y la libertad de las personas. Quienes adherimos a determinados principios liberales, 
constitucionales, consagrados y nos apegamos estrictamente al librito que siempre menciona el señor 
Diputado Borsari Brenna, entendemos que este artículo respeta la normativa legal y se apega lo más 
posible a los términos constitucionales existentes, más allá de que permite un accionar policial en 
términos adecuados para garantizar el derecho humano a la seguridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo que propusimos votar esto separadamente de las 
modificaciones planteadas por el señor Diputado Lacalle Pou. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar las modificaciones presentadas por el señor Diputado 
Salsamendi, por las que se transforma al artículo 43 en un artículo con dos incisos y se agrega la frase "En la 


hipótesis del inciso anterior” al inicio de lo que era el tercer inciso del texto aprobado por el Senado. 


(Se vota) 


Cinco en ocho: AFIRMATIVA. 


El siguiente artículo desglosado es el 44. Al no haber textos alternativos vamos a considerar el artículo tal 
como viene del Senado. 


SEÑOR CURBELO.- He leído detenidamente el artículo 44, que habla de una excepción. Dice: "La 
policía podrá realizar registros personales estrictamente cuando existan motivos suficientes o fundados 
para dar cumplimiento a medidas de resguardo imprescindibles para garantizar la seguridad [...]". 
Estamos de acuerdo con todos estos conceptos. Me da la impresión de que este artículo 44, al ser 
excepcional, es demasiado discrecional en cuanto a la valoración motivacional. Se refiere a "los 
motivos suficientes o fundados" según la policía entienda para realizar este tipo de registros. 


Me animaría a solicitar que estos "motivos suficientes o fundados" para el Instituto Policial sean 
comunicados a la Justicia competente. De esta manera no se está limitando esta herramienta de la policía, y 
se estarían dando mayores garantías a los ciudadanos que van a ser objeto de estos registros personales. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El problema es que registros personales se pueden hacer en muchísimos 
casos, por ejemplo, al ingreso de un espectáculo deportivo. 


SEÑOR CURBELO.- Acá no se está refiriendo a eso. 


SEÑOR SALSAMENDL.- Se está refiriendo a todos los casos. 


Quisiera recordar -y que se incorpore a la versión taquigráfica, aunque también será planteado en el momento 
en que se trate esta norma en el pleno- que este proyecto de ley, en la medida en que se convierta en ley a 
partir de su promulgación, va a requerir -y así va a ser hecho- una reglamentación respectiva que en realidad 
es la que va a guiar efectivamente el accionar de la policía en cada caso. 


En la exposición de motivos que viene del Poder Ejecutivo, sobre este punto, se dice textualmente: "En este 
sentido" -viene hablando de los procedimientos de registro personal, detención y conducción policial- "se 
destaca el concepto incorporado en el artículo 44, que impregna la totalidad del texto de la ley, en cuanto a la 
necesidad de que se configuren 'motivos suficientes o fundados' para justificar una intervención policial. Al 
respecto, se recoge la opinión de Bermúdez, en cuanto a que el concepto de 'motivo fundado' implica, 
naturalmente, una apreciación discrecional del funcionario que ejecuta la medida pero, si ese motivo resulta 
manifiestamente infundado con referencia al momento en que se decidió, quien la llevó a cabo en forma 
abusiva responde por ella en vía penal o, por lo menos, disciplinaria". Acá se toma el trabajo de Víctor 
Bermúdez: "El registro domiciliario y la requisa personal" que figura en la página 296 del "Curso sobre el 
Código del Proceso Penal". 


Expresamente, queríamos dejar planteado este tema, porque la frase "motivos suficientes o fundados" que 
aparece también en otros artículos, tiene el alcance que en este caso se está planteando. Nos parece que sería 
materialmente imposible comunicar a la Sede correspondiente cada uno de los casos de registro que por este 
artículo se produzcan. 


Nos inclinaríamos por ese alcance para mantener el texto tal cual fue aprobado por el Senado en su momento. 


SEÑOR CÁNEPA.- Los argumentos dados por el señor Diputado Salsamendi son suficientes y muy 
claros. Estamos votando una ley que regula y protocoliza la actuación de la policía. El artículo 44 no es 
una norma excepcional sino general, que regula todos los registros en general y pone una carga que 
hoy no tiene la policía, que es que existan motivos suficientes o fundados y no infundados. Por lo tanto, 
por los argumentos que dio el señor Diputado Salsamendi, esto pone una carga mayor a la policía, da 
mayores garantías y en el caso de que sean extralimitados o que no existan motivos suficientes o 


fundados se podrá reclamar ante el órgano jurisdiccional correspondiente la manifiesta insuficiencia o 
el no fundamento de un registro, al amparo de este artículo 44. 


Por lo tanto, creemos que es un avance tal como está redactado y da garantías suficientes. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el texto del artículo 44 que viene 
del Senado. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 49, "Derecho de la persona detenida o conducida a ser informada". 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Diputado Machiñena había hecho un planteo respecto a este 
artículo que nos parecía de recibo, relativo a la comunicación que debe tener la persona al ser detenida. 
El último inciso dice: "Toda persona detenida o conducida tiene derecho a comunicar [...]', y nosotros 
ahí agregamos la palabra "inmediatamente", simplemente para marcar un criterio temporal. 
Simplemente, se trata de marcar un criterio para que apenas una persona quede detenida se pueda 
hacer la comunicación, si bien se entiende que hay plazos de incomunicación. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Cuando no está incomunicado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Tiene razón el señor Diputado; la idea es que cuando la persona llega al 
lugar donde quedará detenida pueda comunicar dónde está. Efectivamente, cabe la aclaración del 
señor Diputado Salsamendi: esto es así cuando la persona no está incomunicada. 


(Diálogos) 


SEÑOR SALSAMENDI.- En función de un cambio que se va a plantear con posterioridad, que implica 
una modificación del artículo 77, proponemos retirar la frase final, que dice: "fuera de la hipótesis 
contenida en el artículo 78 de la presente ley". Adelanto, porque de lo contrario sería difícil entenderlo, 
que la idea es incorporar un artículo 49 bis -luego habría que hacer un corrimiento correlativo de los 
números de los artículos-, que en esencia reitera el artículo 77, con el agregado que voy a señalar. 
Quedaría redactado de la siguiente manera: "Los familiares del detenido incomunicado deberán ser 
informados por la policía respecto al lugar y la hora de detención, el Juzgado que interviene en el caso, 
y el motivo de la detención. Otro tipo de información requerida podrá proporcionarse, siempre y 
cuando lo autorice la Justicia competente". 


Lo que establecía el artículo 77 lo incorporamos inmediatamente después del artículo 49, que define qué 
comunicación puede tener el detenido. El artículo 77 establece, entre otras cosas, la comunicación que se 
puede trasmitir a familiares del detenido incomunicado. Por lo tanto, lo único que agregamos a la redacción 
del artículo 77 es la frase "y el motivo de la detención". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 49 con el agregado de la palabra "inmediatamente", 
propuesto por el señor Diputado Lacalle Pou, y con la supresión fundamentada por el señor Diputado 
Salsamendi. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se va a votar el artículo 49 bis, propuesto por el señor Diputado Salsamendi. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 65, que fue desglosado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Todos estamos de acuerdo con que debe procederse tal como se establece en 
el numeral 5) del artículo 65. Es más, muchas veces, los testigos o quienes pueden reconocer no lo 
hacen por temor a que los vea quien cometió el delito. Pero esto a veces no se adecua a la realidad 
circundante; podría citar el caso, por ejemplo, de una comisaría en Cerro Colorado, Florida. A veces 
no se cuenta con la infraestructura necesaria para hacer este tipo de reconocimiento. ¿Qué quiero decir 
con esto? Que el policía está obligado a que cuando hay un reconocimiento no se pueda ver a la 
persona que está haciendo tal actividad; pero si no se puede hacer así, el policía es el responsable. Es 
por eso que propongo agregar al numeral 5) del artículo 65 la frase "siempre y cuando se cuente con la 
infraestructura necesaria”. De manera que la redacción sería la siguiente: "En todos los casos, siempre 
y cuando se cuente con la infraestructura necesaria, el personal policial deberá evitar cualquier tipo de 
contacto físico y/o visual entre la persona sometida a reconocimiento y el testigo o víctima". 


No voy a hacer cuestión de este asunto porque no es un tema vital, pero me preocupa la responsabilidad del 
policía cuando no cuenta con la infraestructura adecuada. A veces damos órdenes a los cuerpos policiales que 
no pueden cumplir debido al material, en este caso, edilicio, que poseen. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El artículo 65 comienza estableciendo: "El Juez competente puede ordenar 
[...]". Aclaro expresamente que esta no debe ser la práctica corriente. Inclusive, los reconocimientos en 
sede policial tienen carácter probatorio determinado. Por lo tanto, acá surge exclusivamente en los 
casos en que la Justicia competente dé la orden al respecto. Por supuesto, el Juez competente que dé la 
orden deberá tener en cuenta si los requisitos acá planteados se cumplen o no, porque en ese caso la 
responsabilidad que está en juego -sobre la cual aclaro que se debería ser extremadamente estricto- es 
de quien da la orden, es decir, de un magistrado y no la policía motu proprio o por sí misma. 


SEÑOR CURBELO.- No estoy de acuerdo con este artículo, ni con la redacción actual ni con la futura 
ni con ninguna redacción que se le pueda dar. Entiendo que esto es una posible pérdida de garantías 
para los ciudadanos. De ninguna manera podemos hacer una delimitación, sin perjuicio de que al 
establecerse que el Juez competente puede ordenar la realización de reconocimientos, mitigue en algo 
esto que -lo digo sinceramente y en un sentido muy positivo- es una aberración. La prueba en este caso, 
específicamente en cuanto a los reconocimientos, se tiene que hacer en sede judicial. Como el 
reconocimiento es una prueba muy importante en el ámbito penal, de ninguna manera se puede 
delegar en la Policía. Creo que acá estamos confundiendo y no estamos delimitando, por un lado, las 
funciones de la Policía y, por otro, las del Poder Judicial. Por eso, quiero dejar constancia de que no 
estoy de acuerdo con este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 65 tal como vino del 
Senado. 


(Se vota) 


Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


SEÑOR BERNINI.- Vamos a solicitar la reconsideración del artículo 74 que fue votado la semana 
pasada y no se desglosó. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la reconsideración del artículo 74. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR LACALLE POU.- En este artículo 74 yo eliminaría lo referente a la incomunicación de los 
testigos. El señor Diputado Lorenzo lo planteó en su momento. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Acá hay que hacer una aclaración. 


El artículo 74 comienza diciendo: "Estrictamente como medida de urgencia [...]". Nosotros vamos a proponer 
el agregado de una frase inmediatamente después de la palabra "urgencia", que diga: "y a los efectos de 
preservar la escena del hecho", pues es solo esa situación la que están previendo los artículos 74, 75 y 76. 
Esto sucede cuando se da una situación de flagrancia y, a los efectos de preservar la escena del hecho, se 
determina lo que se establece en los artículos 74, 75 y 76. ¿Qué quiere decir esto? Esa situación solo dura en 
el marco de aquello que sea imprescindible para preservar la escena del hecho. Por ejemplo, hay un 
homicidio, un policía llega al lugar y puede determinar la separación de la persona eventualmente 
involucrada en el hecho, de los testigos o de los testigos entre sí. Para el caso de la víctima del delito, sucede 
lo mismo, y solo a esos efectos; me refiero a todas aquellas medidas urgentes y destinadas exclusivamente a 
preservar la escena del hecho. 


Esta disposición no deroga, por lo tanto -este es un agregado que también vamos a proponer-, ninguna de las 
normas del Código del Proceso Penal respecto a la procedencia, el concepto y el alcance de la 
incomunicación. 


SEÑOR CURBELO.- En cuanto al artículo 75, ¿cómo establecemos nosotros lo que determinamos en 
el artículo 49 bis, que en esencia estaba en el artículo 77? El artículo 49 bis establece que en el caso de 
estar alguien incomunicado se puede proporcionar a la familia información acerca del lugar, la hora de 
detención, el juzgado que interviene y otro tipo de información. Pero dos artículos más arriba estamos 
diciendo que la incomunicación de la persona presuntamente involucrada en un hecho investigado 
implica una medida de coerción por la que se le impide mantener contacto de cualquier tipo con 
terceros. 


SEÑOR BERNINI.- La modificación que planteamos para el artículo 74 es la que pauta y da el tono a 
los artículos 75 y 76, porque de alguna manera acota la oportunidad. Ya nos referimos a que el motivo 
es preservar la escena del hecho. El ejemplo concreto es en el sitio, en el lugar donde se producen los 
hechos delictivos; allí se contextualiza el texto de la incomunicación del artículo 75. Por eso separamos 
la incomunicación excepcional que se da en la escena del hecho, de las normas contenidas en el Código 
General del Proceso que no derogamos; esto va aparte en el artículo 77. El artículo 49 bis, 
precisamente, no está referido a la escena del hecho, sino a la incomunicación en otro contexto, en 
general. 


SEÑOR CURBELO.- En el artículo 49 bis se debe hacer una excepción y decir que este artículo no rige 
cuando corresponda la incomunicación por el artículo 74, a los efectos de que quede claro. 


(Diálogos) 


Si por un lado se establece que los familiares del detenido incomunicado van a tener derecho a ser 
informados y, por otro, en lo que refiere al artículo 74 -el artículo 75 indica cuál es el concepto de la 
incomunicación- se determina algo distinto -se habla de no tener contacto con terceros, inclusive los 
familiares-, habría una incongruencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el señor Diputado propone exceptuar esta situación en el artículo 
correspondiente. 


Propongo continuar con el orden correlativo de los artículos y cuando corresponda plantear la modificación 
sugerida, para lo cual solicito a los señores Diputados Salsamendi o Curbelo que tengan a bien hacerla llegar 
por escrito a la Mesa. 


En discusión el artículo 74, con la modificación sugerida por el señor Diputado Salsamendi. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 75 tal como viene del Senado. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 76. 


SEÑOR LACALLE POU.- A raíz de una inquietud del señor Diputado Lorenzo que nos hizo razonar 
en este sentido, vamos a pedir que se suprima el artículo 76. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Reiteramos que los artículos 75 y 76 están referidos a la hipótesis prevista en 
el artículo 74 exclusivamente. Por lo tanto, es a los efectos de preservar la escena del hecho y en función 
del artículo 6” -ya aprobado oportunamente-, que estos tres artículos funcionarán por un máximo de 
dos horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 76 tal cual vino del 
Senado. 


(Se vota) 


Cinco en ocho: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 77. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Recuerdo que el artículo 77 fue suprimido en la redacción original. Por lo 
tanto, se propone un nuevo artículo 77 que diría: "Fuera de la hipótesis contenida en los artículos 74, 
75 y 76 de esta ley, serán de aplicación las normas pertinentes del Código de Proceso Penal". 


SEÑOR CURBELO.- Propongo no modificar el artículo y agregar al final "salvo en lo que refiere a los 
artículos 74 a 76 de la presente ley". 


SEÑOR SALSAMENDI.- No solo es un problema de quien dé la información; son otras cosas. Además, 
abarca situaciones de efectivos, de víctimas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 77 quedaría redactado de la siguiente forma: "Fuera de la 
hipótesis contenida en los artículos 74, 75 y 76 de esta ley, serán de aplicación las normas pertinentes 
del Código del Proceso Penal". Salvo esa situación concreta, en el resto se aplica la norma general 
establecida en el Código del Proceso Penal sobre la incomunicación. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Entonces, de acuerdo con la propuesta de los señores Diputados Curbelo y Salsamendi, el artículo 49 bis, que 
en un futuro será el artículo 50, quedará redactado de la siguiente manera: "Los familiares del detenido 
incomunicado deberán ser informados por la policía respecto al lugar y la hora de detención, el Juzgado que 
interviene en el caso y el motivo de la detención. Otro tipo de información requerida podrá proporcionarse, 


siempre y cuando lo autorice la Justicia competente, fuera de las hipótesis contenidas en los artículos 74, 75 y 
76 de esta ley". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo con las modificaciones propuestas. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Insistimos en que la numeración será corregida por Secretaría. 


El artículo no tiene "nomen juris”, no tiene por qué tenerlo. 


SEÑOR BERNINI.- Si pretendemos votar la totalidad del articulado en el día de hoy, tendríamos que 
cambiar el nombre a la Sección MI, porque los artículos 74, 75 y 76 refieren a la incomunicación y a la 
escena del hecho, pero el artículo 77 correspondería a otro Capítulo, porque no refiere a la escena del 
hecho, sino a artículos del Código del Proceso Penal. Creo que son dos cosas diferentes que están en 
una misma Sección, que se titula "La incomunicación". Digo esto a los efectos de la prolijidad del 
texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Interpreto que en la medida en que la Sección IM tiene una denominación 
genérica, "La incomunicación", perfectamente admite que haya artículos que prevean una hipótesis de 
la comunicación en la escena del hecho y otros -como el que acabamos de votar- que prevean la 
incomunicación en situación general. Me parece que no hay un problema de denominación de la 
Sección. 


Sé que estamos cansados, pero les exhorto a avanzar en el proyecto. 


No hay problema, en la medida en que la Sección HI no limita en su designación a la incomunicación en la 
escena del hecho, sino que refiere a la incomunicación en general. 


(Diálogos) 


Para salvar el planteo que hace el señor Diputado Bernini, el señor Diputado Cánepa propone dar el 
"nomen juris" al artículo 77: "Régimen General". De ese modo, se diferenciarán las situaciones. 


En discusión el artículo 88. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, tal como vino del Senado. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

SEÑOR BERNINI.- Hago mención respecto a que se hace una referencia al artículo 74, que cambiaría. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría atenderá oportunamente la nueva numeración. 

En discusión el artículo 123. 


SEÑOR CÁNEPA.- Como estamos realizando modificaciones al proyecto que vino del Senado y con la 
intención de mejorar la interpretación que se ha dado -en nuestra opinión, equivocada, porque tal 
como está redactado, no debería traer problemas-, quiero decir que nos han alertado de que si bien el 
comienzo del artículo 123, tal como fue aprobado en el Senado, es una transcripción del artículo 11 de 
la Constitución de la República -como dice al final del artículo-, en el segundo inciso se establece: "En 
horas de la noche, además de la orden judicial, se requiere el consentimiento de la persona adulta jefe o 
jefa de hogar", que no es lo que dice la Constitución de la República. 


Además, ha habido críticas, que nosotros compartimos, en el sentido de que ningún Juez de la República 
puede emitir una orden de allanamiento nocturna, pues se lo prohíbe la Constitución. Si bien cuando vino 
este proyecto la intención era aumentar las garantías, estableciendo la necesidad de la orden judicial para el 
allanamiento, tal como se prevé en la Constitución de la República para las horas del día, está claro que sin el 
consentimiento del jefe o de la jefa de hogar no puede haber ingreso de la policía. Por lo tanto, podría darse 
una hipótesis práctica en la cual la Policía solicitara esa orden de allanamiento y el Juez se la negara por 
inconstitucional, ya que no puede haber una orden de allanamiento nocturna. Lo que no habilita la 
Constitución, no podría habilitarlo la ley. 


En nuestra opinión, la modificación que se acerca a la Comisión consiste en mantener la siguiente redacción: 
"Entre la salida y la puesta del sol, solamente se podrá ingresar a una morada con orden escrita del juez 
competente. En horas de la noche, se requiere el consentimiento de la persona adulta jefe o jefa de hogar 
[...]". De esta forma sí se hace una transcripción específica de lo que establece el artículo 11 de la 
Constitución de la República. Para mayor garantía, se le agregaría: "sin perjuicio de la comunicación 
inmediata al Juez competente de acuerdo al artículo 6” de esta ley". O sea, como el ingreso a una morada en 
horas nocturnas es algo muy excepcional y grave, se da la mayor garantía, debiendo comunicar el ingreso -de 
acuerdo con lo que establece ya casi este principio general de la ley- en los plazos que establece el artículo 6”, 
aun en el caso de que haya consentimiento del jefe o de la jefa de hogar, al juez competente, con los 
fundamentos debidos. 


Por lo tanto, la modificación de la redacción de este artículo se hace a los efectos aclaratorios; creemos que 
queda mejor, en consonancia con lo que establece el artículo 11 de la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo quedaría redactado de la siguiente manera: "Entre la salida y la 
puesta del sol, solamente se podrá ingresar a una morada con orden escrita del juez competente. En 
horas de la noche, se requiere el consentimiento de la persona adulta jefe o jefa de hogar (artículo 11 de 
la Constitución de la República), sin perjuicio de la comunicación inmediata al juez competente de 
acuerdo al artículo 6” de esta ley". 


SEÑOR LACALLE POU.- Da lo mismo que este artículo esté o no, porque transcribe lo que establece 
la Constitución de la República. 


Me parece que no hace falta establecer "jefe o jefa de hogar". Estos términos sexistas o de género que se 
están aplicando últimamente me parecen innecesarios. Cuando se dice "jefe de hogar", se entiende que 
comprende tanto el género masculino como el femenino. 


SEÑOR CURBELO.- En principio, me alegra la modificación al artículo 123 porque, claramente, 
estábamos hablando -al menos, esa era mi intención- de una inconstitucionalidad grave. 


En cuanto a la nueva redacción, me limitaría a que quede claro que en horas de la noche se requiere el 
consentimiento de la persona adulta, según establece el artículo 11 de la Constitución. No entiendo el motivo 
de la comunicación inmediata al Juez. ¿Qué se le va a comunicar? ¿La persona asintió y deja ingresar o no 
asintió, no deja ingresar y hay que esperar hasta la salida del sol? Me parece que esto puede generar algún 
tipo de duda y que no hace al sentido de la norma. La ley es clarísima y en este caso se establece que en horas 
de la noche solo se puede habilitar el ingreso con el consentimiento del jefe de hogar. 


Me parece que este aditivo no agrega nada y propongo que se vote sin él. 


SEÑOR CÁNEPA.- Todos sabemos las garantías que implica el artículo 11 de la Constitución, no solo 
por el principio general del Estado de derecho sino por razones históricas, por las cuales se consagró en 
la Constitución nacional el artículo 11. Estamos hablando de la "Sección IMI.- Allanamiento y Registro 
Domiciliario". No se trata de una visita de la policía. No estoy caricaturizando esto. No es que la policía 
ingresa porque va a visitar una morada y, por lo tanto, hay un consentimiento del jefe o jefa de hogar. 
Estamos hablando de que hay una voluntad de allanamiento o de registro domiciliario, y la 
Constitución establece que si hay consentimiento expreso del jefe o jefa de hogar, se puede realizar en 
horas de la noche. Nosotros entendemos que es necesario agregarle para que quede claro -si bien, 
muchas veces, en la práctica se da- y para que exista una carga mayor de la Policía, que si realiza un 


operativo nocturno, aún con el consentimiento del jefe o jefa de hogar de esa morada, tenga que ser 
comunicado en los términos de la ley, según establece el artículo 6”, que se ha realizado con 
consentimiento; debe quedar fehaciente registro de que el allanamiento o el registro de esa morada en 
horas de la noche se ha realizado con consentimiento. Me parece que dejar una constancia a nivel 
jurisdiccional de algo tan excepcional como la posibilidad del ingreso en horas nocturnas a la morada 
de una persona, agrega garantías y deja claro el alcance del artículo 11 de la Constitución de la 
República. No estoy hablando de la hipótesis de una visita sino de lo que está establecido en el "nomen 
juris" de la Sección IM.- Allanamiento y Registro Domiciliario. 


Por lo tanto, nos parece que no es menor establecer esta garantía y que, cumpliendo con la Constitución, se 
dé una nueva carga en cuanto a que va a ser comunicado inmediatamente al Juez el operativo que se realizó, 
aunque conste que hubo consentimiento del jefe o jefa de hogar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 123 con la modificación propuesta. 


(Se vota) 


Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 124. 
SEÑOR SALSAMENDI.- No vamos a plantear ninguna modificación. 


Quiero hacer una aclaración de carácter general que, en realidad, debió ser planteada al inicio. 


Como es obvio, las modificaciones y el proyecto en general no necesariamente representan, en todos los 
casos, la opinión individual de cada uno de los legisladores de la bancada del Frente Amplio, sino que parte 
del acuerdo y la decisión política que tomó en su momento y que refrendó a posteriori nuestra bancada. 


En particular, en el caso del artículo 124, quiero aclarar que cuando se habla de allanamiento sin presencia de 
personas mayores de edad o en ausencia de moradores, se circunscribe exclusivamente a los que se puedan 
realizar entre la salida y la puesta del sol, es decir, en horas del día. 


SEÑOR CURBELO.- Más allá de que tengo algunas diferencias con estas facultades que se establecen, 
considerando lo que dice el señor Diputado Cánepa en cuanto a las garantías de procedimiento policial 
cuando se establece: "La policía deberá conducir a dependencias policiales a las personas 
presuntamente involucradas", este "presuntamente" no me satisface ni me da ninguna garantía. En 
definitiva, políticamente, estamos admitiendo que, con una mera sospecha, con un elemento de 
presunción, se faculte un allanamiento. 


Creo que eliminar la palabra "presuntamente" no le quitaría nada al artículo y sí daría mayores garantías a los 
ciudadanos. Diría: "La policía deberá conducir a dependencias policiales a las personas involucradas en 
hechos delictivos que se encuentren en la morada allanada". Mi propuesta, entonces, es quitar la palabra 
"presuntamente", que puede generar elementos en contra de la política garantista que debemos buscar. 


SEÑOR CÁNEPA.- Seguramente, el señor Diputado Curbelo lo sabe, pero la mera sospecha no puede 
determinar allanamiento porque eso lo define una orden escrita del Juez y no la policía. 


Este es un protocolo de cómo debe actuar la Policía y no de cómo se define el allanamiento. El allanamiento 
se hace por orden judicial y el responsable es el Juez y no la Policía. Por lo tanto, la mera sospecha sobre una 
persona no alcanza para el allanamiento. En todo caso, deberá ser el Juez y no el cuerpo policial quien 
fundamente por qué se realizó un allanamiento y el responsable de si se realizó correctamente. Eso se 
dirimirá con el fundamento que el Juez haya tenido para librar una orden en ese sentido. 


Por otra parte, lo que establece la facultad de la orden de allanamiento -aquí hubo un debate y nuestra 
bancada comparte algunas de las preocupaciones que tiene el señor Diputado Curbelo-, es la exactitud y el 
alcance en el nivel de discrecionalidad. Lamentablemente, todos sabemos que existe discrecionalidad en la 


ley y tenemos que tratar de acotarla al máximo. De hecho, este proyecto de ley de procedimiento policial 
nace con la intención de generar un protocolo de actuación que limite la discrecionalidad permanente cuando 
no existe una norma legal que defina cuál es el protocolo a seguir en determinadas actuaciones. 


La pregunta también podría ser al revés. Llegando al purismo jurídico, si la Policía solamente puede conducir 
a las personas involucradas y el que define quién estuvo involucrado en un hecho no es la Policía sino la 
Justicia, se podría llegar al absurdo de que la Policía nunca podría llevar a nadie porque siempre, desde el 
punto de vista jurídico, es "presuntamente" involucrado. Por lo tanto, la palabra "presunción" no implica la 
discrecionalidad absoluta de la mera sospecha sino una carga mayor en cuanto a que tiene que haber habido 
una orden de allanamiento -y el Juez tiene que tener suficiente fundamento para emitirla- y debe haber una 
presunción sobre las personas conducidas. Precisamente la presunción del involucramiento es una garantía 
hacia la persona que va a ser detenida y conducida porque no podemos poner en la ley que sea conducida y 
detenida la que ya está condenada. En todo caso, si nos ponemos exigentes, desde el punto de vista 
puramente técnico y jurídico no hay involucramiento hasta que el Juez lo decida; de lo contrario, siempre hay 
una presunción y no una condena efectiva. Por lo tanto, el concepto de presuntamente involucrada, para 
nosotros, es una garantía mayor en cuanto a que tiene que haber una orden de allanamiento y una vinculación 
directa con el hecho que establezca una presunción clara de que está vinculado al hecho y no una mera 
sospecha. 


En cuanto a que la orden incluya la orden de detención, es a efectos de generar practicidad en cuanto a que si 
la orden de allanamiento no involucró la orden de detención de las personas que puedan estar en ese 
momento en la morada, puedan ser conducidas conforme al artículo 6”. Siempre recordemos que estamos 
hablando de un máximo de dos horas en la comunicación al Juez, quien, si considera que las personas que 
han sido conducidas y detenidas no están dentro del alcance de su orden de allanamiento, inmediatamente 
dispondrá su libertad y que no integren la continuación del proceso. 


Por lo tanto, nos parece que existe un equilibrio importante -en nuestra modesta opinión- de garantías, 
eficacias y eficiencias del accionar policial, y al igual que el Diputado Curbelo nosotros tenemos una enorme 
preocupación de que los artículos sean utilizados, no digo discrecionalmente, porque la discreción puede ser 
buena o mala, sino con una discreción abusiva en la aplicación de este artículo. Queremos decir, en forma 
genérica para todo el proyecto -y esto es parte de la discusión-, que estamos alertas en cuanto a esos 
problemas, pero no creemos que se deba legislar permanentemente pensando en la patología de la aplicación 
de la norma porque de lo contrario no podríamos legislar. 


Por lo tanto, en nuestra opinión, atendiendo y compartiendo la preocupación del señor Diputado, creemos que 
el artículo tal como está redactado da garantías suficientes para su correcta aplicación. 


SEÑOR BERNINI.- Voy a reiterar el hecho de que hay un punto 9) en la exposición de motivos, que 
tiñe toda la ley conceptualmente, y hace referencia particular al concepto de motivo suficiente o 
fundado. Esto recorta todas las consideraciones. Cuando se habla de discrecionalidad, y todo acto 
policial tiene una cuota de discrecionalidad... 


SEÑOR LACALLE POU.- Puede tenerla. 


SEÑOR BERNINI.- La discrecional no es un adjetivo negativo, puede ser discrecionalidad positiva o 
negativa; el concepto de motivo suficiente o fundado es determinante en el análisis de este artículo 
porque, en definitiva, una apreciación discrecional del funcionario, si resulta manifiestamente 
infundada, tiene consecuencias tanto desde el punto de vista administrativo como de carácter penal. 
Por tanto, creo que ese concepto es el que prevalece en el artículo en cuestión y lo que encasilla o 
contextualiza el concepto de la discreción o de presuntamente delictivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra se va a votar el artículo 124 con la redacción 
que viene del Senado. 


(Se vota) 


Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


Se pasa a considerar el artículo 135. 


SEÑOR LACALLE POU.- Aquí proponemos una modificación muy simple. El literal d) dice: "la 
comunicación inmediata, relativa al ingreso y sus resultados, a la Justicia competente, en los términos 
del artículo 6” de la presente ley". Esto debe ser posterior a lo que se establece en el artículo. 


Voy a leer el artículo completo: "En circunstancias límites, por razones de interés general, configurada la 
hipótesis de extrema necesidad y como última ratio, se prescindirá del consentimiento del jefe o jefa de hogar 
o de la orden judicial para el ingreso a una morada, siempre que ocurran los siguientes extremos:" Se supone 
que los extremos deben ser anteriores al ingreso a la morada y el literal d) está disponiendo algo que se tiene 
que realizar posteriormente al ingreso. Esta fue la puerta por la cual ingresamos a modificar todo el 
procedimiento policial, y recordarán la presencia de la Ministra del Interior. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Lo que señala el artículo es que solo se puede hacer esto cuando se den estas 
cuatro condicionantes. 


SEÑOR LACALLE POU.- Correcto. 
SEÑOR SALSAMENDI.- En realidad no es un problema de prelación o... 


SEÑOR LACALLE POU.- No, no, es un tema temporal. 


SEÑOR SALSAMENDI.- No es un problema temporal, es que se tienen que cumplir estas cuatro 
condiciones para que puedan estar dados los requisitos para el ingreso policial a una morada en caso 
de extrema necesidad. 


SEÑOR LACALLE POU.- Correcto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Los primeros tres literales, que son elementos fácticos y el cuarto, que 
también es un elemento fáctico posterior en el tiempo, son los cuatro elementos que deben darse para 
que efectivamente se configure esta hipótesis. Si no se diera el punto d), directamente no se configura la 
hipótesis prevista en el artículo 135. 


SEÑOR LACALLE POU.- Deben de ocurrir los siguientes extremos para el ingreso. Obviamente, hay 
algo referente a los tiempos. Estos extremos deben acaecer o ser premisas anteriores al ingreso. Lo que 
digo -la propia Ministra del Interior se dio cuenta del error el otro día- es que el literal d) debería ser 
posterior a este ingreso, que no sea una de las condicionantes, porque no puede ser así. ¿Cómo va a 
haber una comunicación inmediata relativa al ingreso y sus resultados antes de ingresar? No se pueden 
dar esos opuestos con acciones que deben ser necesariamente posteriores. Lo que estoy proponiendo es 
que se comunique que se deben dar los tres supuestos a), b) y c) y que se agregue esta comunicación 
posteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como un inciso. 
SEÑOR LACALLE POU.- Exactamente. 
(Diálogos) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR CURBELO.- Creo que es una cuestión de redacción, porque si se configuran estos elementos 
estamos hablando de extrema necesidad. Lo que va a existir es una valoración: si se cumplió o no con 
la hipótesis de extrema necesidad. Quizá la redacción del artículo 135 no está clara y por eso el señor 
Diputado Lacalle Pou lo analiza. Se podría explicitar en alguno de los incisos qué se entiende por 
extrema necesidad y ahí poner estos cuatro elementos: a), b), c) y d). Podría quedar redactado como 


vino, es decir, "[...] como última ratio, se prescindirá del consentimiento del jefe o jefa de hogar o de la 
orden judicial para el ingreso a una morada", y después agregar: "Se entiende por extrema necesidad 
la existencia de un peligro, la imposibilidad de evitarlo y que el ingreso tenga como única finalidad 
evitar o detener la producción del daño". Si bien está claro cuándo se configura esta hipótesis, se 
podría establecer taxativamente la existencia de estos extremos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- ¿Y cuál es la diferencia? 


SEÑOR CURBELO.- En realidad, no entiendo mucho la discusión, pero capaz que esto aclara un 
poco. 


SEÑOR SALSAMENDTI.- Obviamente, este es un artículo discutible. Los literales a), b), c) y d) están 
referidos al inciso siguiente, que dice: "En estos casos, configurada la hipótesis de extrema necesidad y 
otorgadas las garantías del caso, se presumirá, salvo prueba en contrario," -o sea que es una 
presunción relativa- "el pleno cumplimiento de la ley [...]'. Por lo tanto, el literal d) es absolutamente 
esencial a esos efectos. No se puede presumir que se cumplió con la ley si no existió "la comunicación 
inmediata, relativa al ingreso y sus resultados, a la Justicia competente, en los términos del artículo 6” 
de la presente ley". Habría que cambiar la expresión "presente ley". 


Si no se dieran estos cuatro elementos no estaría configurada la presunción relativa del cumplimiento de la 
ley. En realidad, es con relación a eso que están referidos los literales a), b), c) y d) que figuran en la 
redacción que aprobó el Senado. Ese es el problema. Entonces, en mi opinión, no hay forma válida de poder 
diferenciar el literal d) de los tres anteriores, porque no tendría ninguna consonancia con el inciso siguiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 135 tal cual vino del 
Senado. 


(Se vota) 


Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


Corresponde tratar el artículo 161, "Armas de fuego prohibidas", que es último de los que habían sido 
desglosados. 


Como no hay modificaciones, se va a votar el texto tal cual vino del Senado. 
(Se vota) 


Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


Ha quedado aprobado el proyecto. El señor Diputado Bernini va a ser el miembro informante por la mayoría 
y el Partido Nacional firmará con salvedades. 


El señor Diputado Lacalle Pou me pidió la palabra para hacer un planteamiento. 


SEÑOR LACALLE POU.- En el día de hoy hemos estado inmersos en temas policiales, y el planteo 
que queremos hacer está vinculado a ese ámbito. 


Los colegas comprenderán que traigo este planteo a la Comisión por no hacer un tablado político en otros 
lugares. Con prudencia, pero no con menos firmeza queremos que esta Comisión, que por lo general es la 
asesora que se dedica a temas relacionados con el Ministerio del Interior, tome conocimiento de las 
manifestaciones -como mínimo, graves- de un jerarca policial, concretamente, del Jefe de Policía de 
Canelones. 


Si no les parece mal, los voy a distraer durante diez minutos para hacer, en primer lugar, un brevísimo relato. 


Hace un par de semanas, en la localidad de Progreso se produjo uno de los tantos abigeatos a los que 
lamentablemente estamos acostumbrados. El productor involucrado -a quien conocí a posteriori a esa 
situación desagradable-, en un grado de impotencia muy grande, cargó en una chata los vacunos mutilados y 
con un tractor los llevó hasta la seccional policial de la ciudad de Progreso. Allí se empezó a correr la voz y 
se generó una manifestación pública, con cien o ciento cincuenta personas. 


A raíz de ese hecho, se consultó al Jefe de Policía de Canelones. Si están de acuerdo, les haré escuchar la 
grabación de sus declaraciones, de la que ustedes cuentan con una transcripción que he suministrado a 
Secretaría y fue repartida. 


(Así se procede) 

(Texto de la transcripción entregada:) 
"JEFE DE POLICÍA DE CANELONES 
RADIO CARVE 


Estamos trabajando intensamente en la materia, tratando que los productores rurales tomen conciencia de 
cuidar sus valores, de sus bienes. No puede ser que se tengan 40.000 dólares tirados en el campo sin un 
sereno, sin un custodia y después se trata de responsabilizar a las personas. 


Los abigeatos casi siempre se producen en el campo profundo verdad, cerca de las costas, en los montes 
donde la policía no tiene acceso. 


Los policías trabajan sobre los caminos, sobre las rutas, pero es muy difícil ingresar a los lugares que están 
los infractores. 


¿Ahora, es la única salida que tienen los productores de establecer algún sistema de vigilancia con sereno? 


Sí, sería una de las salidas, si ellos no invierten en seguridad y no son conscientes de cuidar sus valores y no 
trabajamos en conjunto, es imposible porque el abigeato es histórico en el país. Yo creo que tenemos cifras 
que el abigeato en el Departamento de Canelones ha decrecido, verdad, si usted va por el interior, el trabajo... 


Teniendo en cuenta la tensión social en Progreso, ¿Ha dispuesto algún otro tipo de medidas, como por 
ejemplo reforzar los cuadros de efectivos en la zona? 


Sí, nosotros hemos enviado personal de investigaciones, hemos mandado al grupo GEO a apoyar la tarea de 
la policía de la Seccional, porque estaba desbordada por supuesto, hoy en día la demanda de trabajo en la 
planta urbana es muy grande y bueno, estamos apoyando con nuevos recursos esa zona. 


¿Y se van a ampliar los operativos en la Seccional 19? 


Sí por cierto, nosotros no podemos hacer una tarea de cuerpo a cuerpo, pero lo hacemos por zona y por lo 
tanto vamos a hacer controles como estamos haciendo todos los años, controles de ruta, sobre todo nocturnos, 
en procura de controlar los abigeatos. 


¿Cómo califica usted la situación social que se vive en Progreso? 


Es una situación atípica, en este momento por este hecho puntual, a principio de año en Florida carnearon 
ocho vacas también, faenaron ocho vacas y no pasó nada ta? en la zona de Florida ingresaron por el Río 
Santa Lucía y faenaron ocho vacas y no pasó nada. Aquí el productor rural actuó de una manera bastante 
atípica, y bueno lo comprendo en su estado anímico verdad y bueno hizo un circo político, y bueno llamó a 
las autoridades, y bueno realmente nosotros seguimos trabajando desde el punto de vista profesional, 
apartamos la parte política a un lado y seguimos brindándole apoyo a los damnificados. Hace poco... 


Usted coincidirá en que si este productor no hace o no tiene esta conducta atípica como usted lo calificó, de 
alguna manera este era un hecho que pasaba como uno de los tantos, como usted decía esto es histórico el 
tema del abigeato, ha servido para ponerlo en el tapete público, en la discusión pública y para que se tomen 
medidas, como por ejemplo ¿cuántos efectivos más va a tener la Seccional de Progreso? 


La Seccional de Progreso va a seguir con los mismos efectivos, este procedimiento que se está realizando 
ahora es normal para nosotros, no cambia en nada, cuando en una zona se incrementan los delitos, nosotros 
tratamos con los pocos recursos que tenemos tratamos de apoyar a la zona. Estos mismos procedimientos se 
están haciendo hoy en Salinas, donde se ve incrementado el hurto de equinos, ahí mandamos al grupo GEO, 
mandamos a la montada, mandamos a investigaciones y ahí se cortó, verdad. Nosotros lo que hacemos es 
apoyar a una Seccional que tiene incremento de delito, pero no cambia en nada, verdad. 


Inspector, cuando usted dice que los productores tienen que de alguna manera también comprometerse y 
buscar algunos mecanismos de vigilancia contratada, incluso vigilancia, se les puede decir que no tiene los 
recursos para hacerlo y que en definitiva los están obligando a auto defenderse y a tomar justicia por mano 
propia, ¿no corre ese peligro también? 


¿A usted le parece que no tienen los recursos necesarios?, ¿si usted tiene 40.000 dólares tirados en un campo 
no tiene la plata para pagar a un peón, por favor qué estamos hablando? 


No sé, el campo puede estar embargado o hipotecado, o prendado yo que sé. 
Por favor. 
Usted dice que sí que pueden hacerlo. 


Sí señor, pueden hacerlo, yo me responsabilizo de mis bienes, si dejo mi auto con la puerta abierta y la llave 
puesta es lo más probable que me lo roben, si yo no me hago responsable de mis bienes y hago responsables 
a otros, le paso mis bienes a otras personas para que se hagan responsables". 


———¿Por qué quise que escucharan la grabación? Porque no es solo lo que dice, sino en el tono en que lo 
dice. 


Esto podría considerarse simplemente como una salida de tono, pero voy a dejar al señor Presidente de la 
Comisión declaraciones posteriores que realizó en otros medios de prensa, tanto departamentales como 
nacionales, que en el correr de la semana le fueron haciendo entrevistas. En esos medios de prensa el Jefe de 
Policía ahondó en que la seguridad -fin esencial del Estado, si los hay- no es una función pura y 
exclusivamente del Ministerio del Interior, sino que los productores tienen que contratar guardias de 
seguridad privados. 


Hago el planteo en la Comisión para darle la seriedad suficiente, para que no termine generando una 
discusión que se vaya de las manos. 


El Jefe de Policía de un departamento es el representante del Ministerio del Interior y, por ende, del Poder 
Ejecutivo. Como se dice comúnmente, es una persona puesta a dedo, es un cargo de confianza. 


Nosotros, a través de esta Comisión, queremos hacer llegar una pregunta a la señora Ministra del Interior, en 
el sentido de si esto es una versión autorizada por el Ministerio del Interior, es decir, si esa es la opinión de 
esa Cartera, en este caso manifestada por un subalterno. Si no lo es, y calculo que no debe serlo, queremos 
requerir desde aquí una medida ejemplarizante, porque no puede ser que ante la sensibilidad que genera este 
tema -que ustedes deben saber en el departamento de Canelones es un problema acuciante, sobre todo cuando 
se mezclan zonas rurales, suburbanas y urbanas- se maneje el concepto de que la Policía no es la que debe 
asegurar determinados bienes y, en un criterio bastante economicista, se sostenga que si alguien tiene 
"tirados" -esa fue la palabra utilizada por el Jefe de Policía- US$ 40.000 en un campo, necesariamente debe 
contratar un guardia de seguridad. Y el Jefe de Policía abunda en esto, y voy a dejarlo aquí para no aburrirlos, 
pero en sus manifestaciones va más allá en estos conceptos de que si no llevan los bichos a un galpón lo más 
seguro es que se los roben, etcétera. 


Lo que nos interesa saber es si las manifestaciones de este jerarca policial obedecen a una posición o a una 
política del Ministerio del Interior, cosa que dudamos -de lo contrario, sería mucho más grave-, y si no es así, 
desde el Parlamento esperamos tener novedades acerca de medidas ejemplarizantes con respecto a este 
jerarca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esto fue trasmitido a la señora Ministra del Interior? 


SEÑOR LACALLE POU.- Por la relación que nos une con la señora Ministra, como colegas, la llamé y 
le dije que iba a hacer un planteo relativo al Jefe de Policía de Canelones. Tuve una conversación 
privada que no voy a relatar aquí. Como acostumbro respetar las formas y me gusta trasmitir las cosas 
por los canales adecuados, no quiero una respuesta telefónica, sino una respuesta institucional de parte 
del Ministerio del Interior. Es por eso que hago el planteo en este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, trasladaremos a la señora Ministra del Interior el planteo del señor 
Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Me acabo de enterar de las manifestaciones a que hace referencia el señor 
Diputado Lacalle Pou, por lo cual es muy difícil formar opinión al respecto. Obviamente, requeriría la 
opinión de los compañeros que son Representantes nacionales por el departamento de Canelones. 
Quiero aclarar esto expresamente porque, como señalaba el señor Diputado Lacalle Pou, la figura del 
Jefe de Policía de cualquier departamento -particularmente el de Canelones- es muy especial. Aclaro 
que el silencio, en lo personal, que mantuve durante la exposición y mi ausencia de opinión, responde a 
que no tengo una posición tomada respecto a las declaraciones que se han hecho aquí. En lo que 
respecta al procedimiento, me parecen absolutamente correctos los términos que utilizó el señor 
Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún otro legislador hace uso de la palabra, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


